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1.- Se prescindirá de la múltiple noc 'ón que del arrendamiento trae
el Códiqo Civil Colombiano al consagrar, como diversas variedades de
dicho contrato 'os arrendamientos de cosas, de obra y de servicios, de

. criados doméstcos y de transporte. Las modernas concepciones jurídicas,
al precisar debidamente los conceptos, han reservado la denominación
de arrendamiento para aquel contrato por el cual una persona se obl,iga
a 'conceder el goce «le un bien a otra y ésta se obliga, a su vez, a pagar
por ese goce un precio determinado. Es decr, para el llamado. por nues-
tro código, arrendamiento de cosas.

Este es, pues, el único verdadero arrendamiento. Los otros contra-
tos antes conocidos con este. nombre han sido objeto de nuevas denomi-
naciones ---<contratos de obr~ y de servícos, de trabajo, de transporte-
que corresponden a un enfoque más real de su naturaleza. y algunos de
ellos escapan, inclusive, al estudio del Derecho Civil y son matera de
o'tras ramas de las ciencias jurtdicas.

2.- Vivir es atender al complejo de necesidades que apremian a la
persona humana y cuya satisfacción só'o es posible, en la mayoría de los
casos, mediante b 'eries materiales. De ahí que uno de los permanentes
afanes ídel hombre sea el de procurarse esos bienes que requiere para sub-
sistir, y ello puede loqrarlo, ya por el sistema de la apropiación, partí-
cularmente necesario cuando se trata de bienes cuyas ventajas han de
aprovecharse med-ante su consumo, ya por la utilización de cosas ajenas,
temporalmente permitida por su dueño y sólo posible cuando el prove-
cho de los bienes puede obtenerse sin consumírlos. como que. si así no
fuera, su restitución al propietario, una vez hecho el uso sería 'rnposíb!e
de realizar.
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Por dos 'caminos puede llegarse a la constitución de situaciones jurí-
dicas que permaan a una persona obtener provecho de bienes que perte-
necen a otra. En primer lugar, mediante la desmerr:bración de los atr"-
butos del dominio, de manera que permanezca en cabeza del dominus el
poder del propietario en su sentido más puro y restrtnqido, vale decir la
propiedad mera o desnuda, para radicar en un patrimono ajeno la Ia-
cultad de derivar las ventajas económicas del derecho, o sea el poder de
usar y gozar de la cosa. Los derechos reales de usufructo, uso y habítac'ón
son los típicos ejemplos de esta disgregación de atrbutos que hace del
dominio un señorío divdido entre varios patrmonios.
\ En segundo lugar, es factible que, sin que ocurra la separación de
los atributos del dom mío, los cuales permanecen como elementos patri-
moniales del propietario éste conceda a otra persona, en virtud de un
contrato, el derecho de usar o de gozar del bien, ya en forma gratuita,
como en el 'Caso de un contrato de comodato, ya a cambio de una con-
traprestación.: como en la relación emanada del contrato de arrendam.en-
to, cuya noción se expuso al príncpio de este estudio.

3.- El contrato de arrendamiento tiene, pues, como finalidad econó-
mica, la de procurarnos el uso de aquellas cosas que necesitamos y que no
podemos -o eventualmente no queremos- adquirir en propiedad, a cam-
bíode una contraprestacón que, 'generalmente, debemos cubrir mediante
desembolsos periódicos y que, por lo mismo y a diferencia de lo que ocu-
rre 'con el precio de compra, estamos en posibilidad de sufragar. El ob-
jeto del contrato puede ser cualquier b .en. siempre que llene el requisito
de poder lucrarnos de él sin consumido, ya que las cosas que sólo brin-
dan su utilidad mediante el consumo debemos apropiárnoslas, como ya se
hizo .notar, para poder ejercer sobre ellas una legítima activdad díspo-
sitiva.

Los bienes que nos procuramos mediante el contrato de arriendo se
escalonan desde aquéllos que ocasionalmente necesitamos para satisfacer
urqenc.as pasajeras'y no esenciales a nuestra supervivenca, como el traje
de etiqueta que requerimos para asistir a una ceremonia social, hasta
aquéllos que nos son menester para atender a las necesidades ineludible-
mente vinculadas a la posibilidad de subsistir. Entre estos últimos se
cuenta, como uno de los más importantes y de los que más comúnmente
han sido objeto del contrato de que se trata, la vivienda.

En efecto: es un hecho social y económico que, en tanto que nadie
puede prescindir de un lugar que le sirva de albergue y qt.:e sea el asiento
de su vda familiar y doméstica.' muchos de los miembros del conglomera-
do social están económicamente incapacitados para hacerse propietarios
de la vivienda que requieren. De ahí que, trad íc.onalrnente se haya recu-
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rrdo al contrato de arrien.do como medio para lograr lo que la pobreza
impide adquirir al título más estable y más ambícíonable de dueño.

4.-La vivienda constituye una necesidad esencial de la persona y de
la fam 'Iía. Ella desempeña una serie de funciones 'directamente relacio-
nadas con el bienestar del individuo: es el abrigo y el lugar de descanso,
el asiento del hogar, la sede de las relaciones 'doméstícas. La familia es
el fundamento de la sociedad y sus 'rnportantes finalidades no pueden
cumplirse debil:iamente sin una sede donde se desarrolle su Jntimidad. se
desenvuelvan los afectos de sus miembros y se cumplan las funciones bá-
sicas de la procreación y de la Iormaoón y capacitación de la prole. Co-
mo el alimento y el vestdo. como la instrucción y la sanidad, la vivienda
es factor vital en la marcha ordenada del ser humano hacia el logro de
sus F'nes.

Por eso, en lo relacionado con la vivienda, con su estabilidad, con
su comodidad y su aptitud para los fines que está llamada a cumplir, exis-
te un interés que sobrepasa los lím ·tes del meramente personal o privado:
un ;nteres social, general, el mismo que existe en la satisfacción de todas
las necesidades esenciales de la persona y de la familia. Al grupo todo irn-
porta el bienestar de cada uno de los individuos que lo integran, porque,
mientras mayor sea el grado del bienestar personal, tanto más ordenado
será el conglomerado y tanto más 'fác"<lsu progreso hacia la conquista de
sus fines.

Y, Si se mira a las necesidades que, más que al ind.ividuo considerado
un.itariamente, apremian al grupo fam 'diar más notorio será el interés ge-
neral en su adecuada satisfacción. Al fin y al cabo la familia es el orga-
nismo básico .de la comunidad y lo que afecte a la prrnera ha de reper-
cutir, ineludiblernente, en la ·segu\l1da. La vwienda. como es obvío.ínte-
resa, no solamente a quien tene sobre ella el poder del propietario o el
derecho de usada. adquirido en una de las formas atrás vistas, sino a to-
das las personas que CO\l1él conviven. que de él dependen y que integran
su familia. ,

5.- IEI Derecho Civil, para exponer su acepción más smple y su no-
ción menos complicada, es aquella rama de las ciencias jurídicas que re-
gula las relacones entre los particulares. Sin embargo, la circunstancia
de que esas relaciones que son objeto del Derecho Cív.l tengan efecto
entre particulares no implica que el interés en las mismas, en su forma-
ción y desarrollo, sea exclusivamente el de esos 'Individuos que, como
personas privadas, intervienen en ellas. Muchas veces el grupo social en
g,eneral, al cual no puede ser indiferente la suerte de sus miembros, par-
ticularmente en lo que se refer e a las necesidades vitales de éstos y a las
instituciones que son fundamentales a la propia comunidad, estará in te-
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resado en esas relaciones juríldiicascuyos protagonistas, en princpío, son
personas privadas,

La consecuencia de este interés social en las relaciones entre los in-
dívsduos es la correlativa pélrdida del poder dispositivo de estos últimos
sob.re las situaciones que crean, En cuanto la relación jurídica excede, en
sus im¡plicaciones, el ámbito puramente privado, en ~dént"ca proporción la
voluntad de sus autores y pr'mordialmente interesados va perdendo su
autonomía en el manejo de los diversos aspectos 'de la stuación a que
dieron origen, Su reforma o modífícación. la dérogaciión de ciertas esti-
pulaciones y, de modo especial, ciertas renuncias a derechos o facultades

'emanados de! acuerdo de voluntades, salen del libre arbtrio de los con-
traitantes, adquieren en mayor o menor grado un carácter de orden pú-
blíco y, en la misma medida, su validez queda condic'\onaida a que no se
vulnere o desconozca ese interés general.

Este principio ha sido, incluso, matera de una más o menos satis-
factoria consaqracón legislativa: en nuestro código civil, po,r ejemplo,
el Artículo 15 permite la renuncia de los derechos que sólo miren al in-
terés índwidual del renunciante, y el Articulo 16, a su turno, prohibe de-
rogar por 'convenios Iparticulares· las leyes cuya observancia interese al
orden públ'co en general o a una de sus más importantes manifestaciones
en .partícular: las buenas costumbres.

y si la v rvienda, según lo anotado en un ¡principio, es una de aque-
llas necesídades cuya inadecuada satisfacción va en detrimento, no sólo
de la persona y la familia, sino también de la comunidad toda, el' .nterés
público está implicado en las relaciones jurídicas que sirven de med'o pa-
ra proveer íde tan vital elemento a los míernbros del grupo social. Entre
estos medios, según se expuso también, figura con máxima importancia el
contrato de arriendo. Por ende, es fácil loqrar la conclusión fundamental
de este ensayo: el contrato de arrendamiento de v iv ierrda tiene implica-
cones de orden público,

6.-Cómo se ha traducido. en las legislaciones positivas, ese interés
público implicado en el arrendamiento de locales destinados a hab'eacíón.
es cuestión que se ha varado con e! tiempo. con las concepciones ídeoló-
gicas imperantes en cada momento y con los fenómenos sociales que han
hecho más o menos aguda la insuficiencia del espaco habítacíonal. pro-
vocando, a veces, una demanda de viviendas que resulta muy superior a
la oferta con las consecuencias del encarecmientc de los precios del
arriendo y de la inestabilidad para los inquilinos cuya economía no pue-
de afrontar las contnuas alzas de los cánones,

Obviamente, las viejas leqislacones, de las que es ejemplo nuestro
códrqo. apenas si se ocuparon de plasmar en normas legales el interés pú-
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blíco que se comenta. En general, las circunstancias exístentesalmomen-
to de su expedícón no demandaban una intervención á fondo como la
que ha llegado a ser necesaria con el correr de los tiempos. No viene al
caso, ni está dentro de las pretensiones de este ensayo, averíquar-yco-
mentar el reconocimiento que en los diversos 'códigos se h"!zo del, interés
social implicado en el arrendamiento de viviendas. Bastará con analizar
la fuente más .nmedíata a nosotros, la que más nos concierne: el ,Código
civil de nuestra patria. '

Ni las necesidades de la epoca exigían una intervención vigorosa
d-el Ieqíslador, encaminada a concretar en normas protectoras del 'nqui-
linoel 'nterés común en la adecuada satisfacción de la necesídad-dehabí-
tación, ni el espiritu óndividualista que impregna' las legislaciones del
tiempo y del tipo de nuestro estatuto era propicio a'a:lardes semejantes -lí-
mitatívos de la voluntad particular en consideración a intereses genera-
les. y, sin embargo, es fácil encontrar, en nuestra arcaica' codificación,
señales claras de que el legislador comprendió lo que, representaba la
v'víenda dentro del concierto social y quiso proteger a los inquilinos me-
diante algunas disposiciones que les' brindaban seguridades, simples co-
mo su época, pero avanzadas dentro d-el marco filosófico en qne Ie co-
rrespondó legislar.

7 . -En efecto: se observa en las disposiciones pertinentes del Código
Civil Colombiano cierto afán del legislador por favorecer la estabilidad
del arrendatario en el goce de la vivienda alquilada, con la segura I'ríall-
dad de evitar en lo posble los azares e inconvenentes de la carencia, aún
temporal, de un albergue. Sin hacer hincapié en la :'nstitución del desahu-
cio como requisito indispensable para la terminación del contrato, cuán:'
do éste es a término :il1defin~d~,ni en el plazo' a que debe sujetarse dicha
notida anticipada, de donde' emana ya, para el inquilino una importante
garantía, como que significa para él la oportunidad de 'reemplazar la ha-
bitación de la cual va a ser desalojado, se fijará la atención en las normas
relativas a la mora en el cumplimiento de la principal oblqacíón que
compete al locatario:' el (pago del canon del arriendo.

Previamente es bueno recordar cómo la mora .en el cumplimiento de
obliqaciones puede producirse de una 'de dos maneras: por la simple He-
glada del término -mora que bien puede llamarse automáfica-c-, en las
obligaciones a plazo fijo, en las cuales tiene cabal aplícacón el principio
de que el tempo reclama por e! hombre. Y mediante eltumplimíento de
un requisíto adicional al retardo -el requerímiento-c-, en las 'obligado;'
nes de duración indeterminada y en algunas de aquéllas que, no obstante
tener expresamente señalado el ¡plazo de su vigencia, se hanteriido en
cuenta por el legislador para exigir, no ciertamente .por mero capricho,
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smo ¡por motivos de orden superior, además del vencimiento mismo del
término, ,la reconvención al deudor como elemento índispensable para
la constitucón en mora.

Pues bien: a pesar de que el contrato o, en su defecto, crteríos sub-
sídíaros como la costumbre y las normas supletorias de la ley indicarán
en cada caso cual es la ocasión en que el inquilino ha de cubrr el canon
del arriendo, de tal manera que ésta será siempre una obligación a plazo
determ.mado, no basta, sin embargo, el retardo en su cumplimiento para
que el arrendatario 'se coloque en la calidad jurñdíca de deudor moroso.

En otras palabras, la mora en el pago del precio del arriendo no es
automática. Por el contraro: para que ella surja y el arrendador pueda
ejei cer los consiguientes derechos de terminación del contrató, ha de
sumarse al retardo una sere de requisitos tales, que bien puede consíde-
carse este régimen sobre mora en el pago ide la renta como algo único en
el derecho colombiano.

En el texto del Artículo 2035 del código civil se consagra, en efec-
to, que, producido el retardo en el pago de un período de la renta, el
arrendador, antes de poder hacer valer la facultad de desvinculación que
se deriva del íncumplóm.ento en todos los contratos bilaterales deberá
requerir al inquilino para que le pague, y no una, sino dos veces por lo
menos, y con, Intervalos mínimos de cuatro días entre ellas. Pero esto to-
davía no es bastante: el arrendatario, retardado y requerdo, a quien no
le es posible atender la reconvención, puede todavía defenderse y evitar
ser despojado de la vivienda prestando una caución de que pagará los
cánones que adeuda dentro de un plazo notablemente amplo: treinta días,
como mínimo.

En esta forma, a pesar de que la renta es nada menos que la contra-
prestacón por el uso de la vivienda, el íncumplímíento en su pago sólo
genera para el arrendador el derecho de terminación cuando el arrenda-
tario, además de incurrir en el retardo, es reconvenido para el pago por
un número pl\lral de ocasiones separadas por lapsos mjn.rnos de tiempo y,
cumplido lo anterior, no solucona la deuda ni ,presta garantía de hacerlo
así en el término generoso que, con carácter de mín 'mo, establece nues-
tra ley.
, Se trata, pues, como puede advertirlo el más desprevenido de un
caso de protección a un contratante, .inusítado dentro del espíritu índrvi-
dualista e iguaHtario que informa nuestro código y que no fue óbice pa-
ra que el legislador diera notoria preeminencia a la s .tuación del inquilino
frente a la .del locador, tan digna de atención como La de aquél si se con-
templa desde su punto-de vista estníctamente personal. Sólo la considera-
cón de un interés general, más respetable que 'eLsimplemente partrcular.
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puede justificar esta actitud legislativa. Y ese 'nterés radica en el objeto
mismo del contrato: la vivienda, cuya estabilidad como' elemento esenc.al
de supervivencia humana, concierne al orden público del grupo, del cual
el arrendatario es mernbro. Por algo este régimen de excepc.ón sobre la
mora en el pago de la renta y sus efectos se reserva, exclusivamente, para
el arriendo de casas y otros edificios ,(iCapí:tulo Quinto del Título XXVI
del código), a pesar de que el contrato puede recaer sobre cualquier otra
b "en que sea susoeptible de usarse sin consumirse.

8.~ Pero si en estatutos legales de la índole de nuestro código c.víl
/

apenas se encuentran tímidas manifestaciones del reconocimiento del in-
terés socal implicado en el contrato de arrendamiento de viviendas, no
ocurre lo mismo en la época actual. cuando las grandes transformaciones
en los órdenes soc.al y económico han ido proscribiendo el indíviduals-
mo y restando valor al príncpío de la autonomía de la voluntad, para
dar paso a postulados de elevado contenido comunitario, como el de la
Iuncíón social de la propiedad y el 'del poder del Estado para intervenir
en la regulación de los contratos que se utiliz an para la satisfacción de
las necesidades vitales. Hoy no puede mrarse exclusivamente al benestar
individual Se vive en funcón de grupo, de comunidad, sacrIícando, para
todos, un poco de cada uno.

Fenómenos sociales de distintos órdenes que han producido notorios
desequilíbros entre el volumen de población de los centros urbanos y las
dsponíbílídades de vivienda en los msmos, han llevado a la intervención
de casi todos los estados en el contrato de locación de habtaciones. Se
ha procurado, mediante la éxpedición de reglamentaciones especiales, ya
aprovechar de la mejor manera el espacio habitacional existente, ya fre-
nar los abusos de los arrendadores, convertidos, en v.rtud de las continuas
alzas de los precios propiciadas por una demanda muy superior a la ofer-
ta, en una de las ;:ñayores amenazas para la economía Iamil 'ar, ya asequ-
rar en lo posible la estabilidad de los mqutínos en el uso de las viviendas
alquíladas. ' ,

Estas leqís.acíones especia-es sobre arr endamiento de predios urba-
nos, díferentes en el contenido de sus nor/mas según las circunstancias
espeo.ficas que las han hecho precisas en cada lugar, inoperantes muchas
veces y, por lo mismo, objeto de frecuentes modíflcacícnes. c;inciden,
sm embargo, en el claro reconocimiento que en elas se ha hecho del in-
terés público implicado en el contrato en mención. Ese reconocim ento,
expreso en .alqunas de ellas -E1W.aña, Ley de Arrendamientos del 31 de
dícernbre de 1.946-, surge con evidencia, en otras, del fin que las ins-
pira y de los principios que las integran -Colomb'a, D. L. 1070de í956
y concordantes=-.
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'9.:'" Nuestra patria no ha s'd'o ajena a los problemas sociales que han
.hecho precisa la intervención franca de! Estado en ros arriendos urbanos.
..La industria!ización de las cíudades, sumada a la .volencia campesina,
ha provocado el desplazam:ento. hacia las grandes urbes, de los poblado-
res de las zonas rurales, en busca de segur'dad y de trabajo. De otro lado,
e! ritmo de las construcciones en las ciudades no ha guardado proporción
con e!a1.1mento demoqráfioo y elresultado ha sido una progresiva esca-
sez de habitaciones, propicia a ~a especulación con los prec',os de! arriendo.
En esta forma, los ínqui'Inos, perteneo~entes en su g,eneraj,idada la clase
económica que vrve de! mero ingreso salarial e incapaces, por 10 mismo,
de atender a las alzas constantes de los cánones, han visto amenazada su
'estabilidad en el uso de las v'v ien das que detcntan.

Tal situación dio lugar a la expedición de una legislación espec'al
'sobrcIa materia, contenida en varos decretos leg'slativos Y reglamenta~
tiosdel año 56, de los cuales los principaes son los Nos. 1070,1616,1943
Y 2613. ReconoCiendo de paso como un mero hecho práctico, la inope-
rancia casi tocal de esa requlacón. ocasionada por factores díversos. co-
mo la Ialta de estudios previos suficientes. la voracidad de los arrendado-
res, la anquilosis de nuestros tribunales y la pasívidad de los inquilinos,
se hablara someramente de los dos más importantes prínc'pos en ella con-
tenidos: la congelación de los cánones de arriendo y la perduració~ de la
tenencia de la vv'enda en manos del inquilino.

Busca el ¡Primero reprim 'r la especulación con los precios. Imperfec-
tamente enunciado por el legislador colombiano, se 'ha entendido que la
'conqelacíón sólo comprende. al precio que tenían en esa fecha, los ínmue-
b1,es arrendados el 31 de diciembre de 1.955. Mas no parece aceptable
este punto de vsta, sostenido por nuestra superficial jurisprudencia. En
prmer lugar, él desvirtúa la finalidad perseguida con la legislación espe-
.cial sobre arrendo de predios urbanos. ya que, por un proceso natural de
iienovación. los ~ás vejos edificios 'van desapareciendo para ser reem-
plazados por construcciones nuevas, de tal suerte que, de acogerse las te-
sis que rechaza, la legislación especial se acercaría progre<vamente, por
'sustracción de materia, a su completo desuso En segundo lugar; la opi-
nión comentada admite un trato desigual, ¡por parte de la ley, a 100sarren-
dadores,unos de los cuales -aquéllos cuyos edÜ'cios están sujetos a la
congeladón----' son colocados en: stuación desventajosa frente a todos los-
'demás, con 10 cual se contraría él principio fund~mental de igualdad ante

.' .,
la ley. ' . .
"'.:' Los justo; pues. a pesar del tenor Iteral de los incisos, es. admitir que
los predios urbanos que entren a ser arr~ndados con posteríoridad al 31
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de diciembre de 1 .955 deben entenderse congelados al primer canon que
s,e les 'asíqne. ,

El segundo príncíp.o que consaqra nuestro estatuto sobre arriendo
de predos urbanos persigue la estabilidad del locatario. al concederle
el derecho de permanecer en el uso del bien, en tanto cumpla su oblíqa-
ción de pagar la renta convenida, aún después del vencimiento de su con-
trato de arrendamiento. Desde luego. esa facultad que se confiere al in-
quilino no puede vulnerar, como lo reconoce la ley, el iderecho superor
del propietario que requiere la vivienda para su uso propio o que necesi-
ta demoler la construcción para elevar una edificacón nueva. Pero repre-
Sienta, sin duda. una glaranCa importante para el ar.rendatario, quien po-
drá ver la negada del plazo contractua! sin e! temor ide que ella va a síq-
nificarle las preocupacones y dificultades de un cambo de residencia en
un medio social en el cual este elemento de supervivencia es, cada vez,
más escaso y más costoso.

1O.~ En el arriendo de viviendas. en resumen, Cene interés el orden
público. Debe, por ende, ser -y lo ha sido- ínterverrído por el Estado.
para evitar que el interés particular de los contratantes desconozca Ia
Iuncón social de los bienes, máximecuando éstos están destinados a la
satisfacción de necesidades esenciales.

Hasta el momento, la intervención estatal no ha logrado la fórmula
perfecta. Sobre todo, cabe anotar que el afán de proteger al inqulino
se ha extremado hasta.el punto de dejar abandonado al locador, quien,
a pesar de todo, tiene el derecho a que su cap-tal le produzca una renta,
si noespeculativa, sí proporcionada. La experiencia y la inquietud Ieqís-
lativa -tan escasa. esta última, entre nosotros- enseñarán los s.istemas
más indicados para loqrar una regulación, efectiva a la vez que justa, del
contrato sobre el cual han girado estos comentarios.

, Pero unaconalusión puede dejarse establec.da como ineludible con-
.secuenca de las ideas mal expresadas 'en este trabajo: los principios, bien
o mal concretados, que el bien común ha inspirado al legislador, \cuando
éste ha querido propiciar una adecuada satisfacción de la necesidad vital
de la habeación, escapan al 'campo en que la vo'untad contractual puede
movers'e líbremen te. '

Así, por 'ejemplo. las c.áusulas que se incluyen en las minutas que
hoy se utilizan entre nosotros y que han hecho del contrato de arriendo
de viviendas un contrato de adhesón, mediante las cuales el arrendatario
renuncia al desahucio y a las Iormalrdades necesarias para situarse en
mora de pagar los cánones, son nulas, como lo serían también Ias renun-
cias a la congelación del canon y al derecho de continuar en el uso una
vez ven'cido el cont rato.
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